
PRONUNCIAMIENTO DE LA ACADEMIA DE CIENCIAS POLÍTICAS 
Y SOCIALES ANTE LA ACTUAL SITUACIÓN DE LA CONTROVERSIA 

CON LA REPÚBLICA COOPERATIVA DE GUYANA 

La Academia de Ciencias Políticas y Sociales ha realizado una serie de 
pronunciamientos, especialmente desde el año 2011, en relación con 
la reclamación territorial de la zona del Esequibo bajo el Acuerdo de 
Ginebra y con la exploración y explotación de recursos naturales 
ubicados en las áreas marinas y submarinas que le pertenecen en 
derecho a Venezuela por la proyección de la fachada atlántica de su 
territorio continental. 

En esta oportunidad esta Academia observa que, desde el año 2015, el 
nuevo Gobierno de la República Cooperativa de Guyana ha expresado 
públicamente su pretensión de que la disputa de la reclamación 
venezolana sobre el territorio Esequibo sea sometida a la Corte 
Internacional de Justicia.En diciembre del año 2016, con ocasión del 
fallecimiento del señor Norman Givan, anterior representante personal 
del Secretario General de las Naciones Unidas (ONU) en el 
procedimiento de buenos oficios para la solución de la controversia 
entre Venezuela y Guyana, los medios de prensa recogieron la 
información de la oficina del Secretario General conforme a la cual 
éste designaría un nuevo representante personal para encargarse del 
proceso de buenos oficios. No obstante, en esa misma ocasión, la 
oficina del Secretario General anunció públicamente que si para 
finales del año 2017 no se había logrado un “avance significativo” 
hacia un acuerdo completo para la solución de la controversia, elegiría 
la Corte Internacional de Justicia, a menos que Guyana y Venezuela, de 
manera conjunta le solicitaran que se abstuviera de hacerlo.  

Este anuncio del Secretario General de la ONU de judicializar la 
solución de la controversia mediante el envío de la misma a la Corte 
Internacional de Justicia debe ser rechazado de manera pública y 
categórica por el Gobierno de Venezuela, en virtud de que tal decisión 
unilateral por el Secretario General es contraria al Acuerdo de 
Ginebra, cuyo objeto y propósito explícitos consisten en la búsqueda 
de una solución satisfactoria para el arreglo práctico de la controversia 
en forma aceptable para ambas partes. Por lo cual, someter la 
controversia a un procedimiento judicial desnaturalizaría el Acuerdo 
de Ginebra, ya que impediría que las partes, a través de un 
mecanismo de negociación, logren un acuerdo práctico a la 
controversia en forma aceptable ellas. 

Al mismo tiempo, esta decisión , equivaldría a la introducción 
arbitraria de un término de caducidad de las negociaciones entre las 
partes para buscar una solución práctica conforme al Acuerdo de 
Ginebra, las cuales evidentemente no han sido agotadas. Conforme a 
dicho instrumento internacional, si alguno de esos medios, como 
podrían ser los actuales buenos oficios, no ha conducido a una 



 

solución de la controversia, el Secretario General de la ONU escogerá 
otro de los medios estipulados en el artículo 33 de la Carta de las 
Naciones Unidas, y así sucesivamente, hasta que la controversia haya 
sido resuelta, o hasta que todos los medios de solución pacifica 
contemplados en dicho artículo hayan sido agotados. Sin embargo, 
esos medios mencionados deben sujetarse siempre al objeto y 
propósito del Acuerdo de Ginebra, cual es precisamente la búsqueda 
de una solución satisfactoria para el arreglo práctico de la controversia 
en forma aceptable para ambas partes. 

De tal manera, pretender que con el solo consentimiento del Gobierno 
de Guyana, el Secretario General de la ONU podría escoger remitir el 
asunto a la Corte Internacional de Justicia, constituye una infracción 
del objeto y fin del propio Acuerdo de Ginebra que establece que las 
partes del mismo deben “buscar soluciones satisfactorias para el 
arreglo práctico de la controversia” de manera que ésta sea 
“amistosamente resuelta en forma que resulte aceptable para ambas 
partes”. 

En consecuencia, la Academia de Ciencias Políticas y Sociales 
considera que Venezuela, como Nación y su Gobierno,  deben hacer 
valer, sin temores y con Derecho, los términos del Acuerdo de 
Ginebra, tanto frente al Gobierno de Guyana como en sus gestiones 
ante el Secretario General de la ONU, de modo que el asunto se 
mantenga siempre dentro del ámbito de las negociaciones 
diplomáticas para la búsqueda de soluciones prácticas “mutuamente 
aceptables”.  

En virtud de la gravedad del asunto aquí planteado, que afecta a los 
intereses nacionales de Venezuela, la Academia de Ciencias Políticas y 
Sociales considera oportuno hacer público este nuevo 
Pronunciamiento y enviarlo a la Ministro del Poder Popular para las 
Relaciones Exteriores, exhortándola para que de manera responsable 
se adopten oportunamente todas las medidas necesarias, tanto 
jurídicas como de otro carácter, a fin de que los derechos de 
Venezuela en esta reclamación histórica sean debidamente 
salvaguardados. 

En Caracas, a los siete días del mes de febrero de 2017. 
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